Luis Carlos Rendón Restrepo  Vs Megabus S.A.  Rad. 66001-31-05-004-2009-00466-02

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto del 29 de mayo de 2019

Radicación Nro.:
66001-31-05-004-2009-00466-01

Proceso:

Ejecutivo Laboral  

Demandante:

Luis Carlos Rendón Restrepo 

Demandado:

Colpensiones

Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
EJECUCIÓN POR COSTAS JUDICIALES / EL TÍTULO ES COMPLEJO / LO INTEGRAN LA PROVIDENCIA QUE IMPONGA LA CONDENA Y LA LIQUIDACIÓN QUE DE ELLAS EFECTÚE Y APRUEBE EL JUZGADO.
De conformidad con los artículos 305 y 306 del C.G.P. aplicables por remisión analógica del artículo 145 del C.P.T y de la S.S., se podrá adelantar proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral, con el objeto de exigir el cumplimiento de la sentencia proferida a través de éste último, una vez ésta se encuentre ejecutoriada. 

En ese sentido, prevén las mencionadas normas que para proferirse el mandamiento de pago es preciso que las pretensiones del proceso ejecutivo sean concordantes con lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia condenatoria del ordinario laboral. (…)
El Código General del Proceso establece en el inciso artículo 430 que “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso”.  

No obstante esa limitante, para la Sala de Casación Civil es sólo aparente que haya desaparecido el control de legalidad en la medida en que estima que el operador judicial no ha perdido la potestad – deber de realizar dicho control en garantía de los derechos sustanciales de las partes. (…)
Lo primero que debe decirse es que erra el recurrente al afirmar que las citadas entidades fueron condenadas en costas, cuando claramente, tal como lo advirtió el a quo, la sentencia que pretende ejecutar no impuso obligación alguna por este concepto a los vencidos en juicio, por lo tanto, mal haría el juzgado en iniciar una acción laboral ejecutiva carente de título que la soporte. (…)

Lo anterior resultaría suficiente para que el quejoso desistiera de sus aspiraciones, sin embargo, insiste en ellas valiéndose de un error judicial consistente en la fijación, liquidación y aprobación de costas que no tienen ningún soporte legal, pues para que estas actuaciones tuvieran la virtualidad de obligar a los demandados, necesariamente debían ser acompañadas de la sentencia que las impusiera, toda vez que independientemente consideradas ninguno de ellas sirve para adelantar una ejecución, pero en conjunto, constituyen un título complejo que debe ser atendido por el juez para librar el mandamiento de pago que corresponda.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintinueve de mayo de dos mil diecinueve
Acta número ___ del 29 de mayo de 2019
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el día 18 de diciembre de 2018, dentro del proceso ejecutivo laboral, que el señor Luis Carlos Rendón Restrepo pretende adelantar en contra de MEGABUS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2009-00466-02.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Dentro del proceso ordinario laboral adelantado por el señor Luis Carlos Rendón Restrepo en contra de los integrantes del Consorcio Megavía 2004, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito Adjunto No 2 profirió sentencia negando las pretensiones de la acción; no obstante, la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal de Cali, en providencia cuya lectura fue realizada el día 3 de julio de 2013 por la entonces Sala de Decisión Laboral de este Tribunal, declaró la existencia de un contrato de trabajo ente las partes y ordenó a los señores César Baena, Hernando Granada Gómez y a la sociedad Cival Contrucciones Ltda cancelar prestaciones sociales y acreencias laborales a favor del demandante.  Dicha condena, fue extensiva a Megabus S.A., en virtud a que se le reconoció como solidariamente responsable.

En providencia de fecha 23 de septiembre de 2013 el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, despacho al que retornó el proceso en virtud a la finalización de las medidas de descongestión en el Distrito, respecto a los juzgados Adjuntos No 2, previa solicitud de la parte actora, libró mandamiento de pago la suma de $14.400.000 a título de sanción moratoria y por las costas procesales que se generen en el trámite ejecutivo.

Luego de decretar la medida de embargo solicitada por el ejecutante, se ordenó la notificación de la ejecutada, entidad que dentro el término conferido acreditó el cumplimiento de la obligación, motivo por el cual, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión, a quien le fue repartido el proceso para adelantar el trámite ejecutivo, en providencia de fecha 2 de octubre de 2014, dispuso i) la terminación del proceso, ii) el fraccionamiento del título judicial para disponer el pago al actor y reintegrar las sumas adicionales a la entidad, iii) el levantamiento de las medidas previas decretadas y iv) la condena en costa a cargo de Megabus S.A.
Una vez se surtió el trámite del fraccionamiento de los títulos judiciales, se cancelaron los mismos a sus beneficiarios, se liquidaron las costas y aprobaron las costas, en auto de fecha 15 de diciembre de 2014 se ordenó el archivo del proceso.
En comunicación de fecha 23 de julio de 2018 el señor Rendón Restrepo solicita el decreto de una medida cautelar, a lo que el juzgado no accede en consideración a que el proceso se encuentra archivado; posteriormente, el día 5 de diciembre de 2018, el actor eleva una nueva petición de mandamiento de pago, esta vez por cuenta de las costas fijadas, liquidadas y aprobadas en el proceso ordinario laboral, por la suma de $2.173.000 a cargo de Megabus S.A. y $6.500 a cargo de Confianza S.A.

Mediante providencia adiada 18 de diciembre de 2018 el juzgado Cuarto Laboral del Circuito negó esa orden de pago al evidenciar que dichas entidades no fueron condenadas en costas en la sentencia, advirtiendo entonces que fue un desacierto liquidar y aprobar suma alguna por dicho concepto, por lo que dispuso dejar sin efecto los autos del 21 y 29 de agosto de 2013, en lo que concierne a este específico punto.

Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió señalando que el juzgado modificó sin ninguna justificación el título que se ejecuta, pues perdió competencia para ello, sin que exista una situación especial que le permita recabar sobre el asunto.

Refiere que la obligación cuyo pago reclama está contendida en una providencia judicial respecto de la cual las partes no interpusieron recursos por lo que se encuentra en firme, además, de acuerdo con las previsiones del artículo 132 del Código General del Proceso, el control de legalidad de los jueces es preclusivo en tanto que solo tiene la facultad de ejercerlo de manera oportuna antes de finalizar cada etapa procesal, sin que sea posible realizarlo en etapas posteriores.

Así las cosas reclama que se libre mandamiento de pago, toda vez que el título que sirve de recaudo contiene una obligación clara expresa y actualmente exigible, pues basta que la misma esté contenida en la sentencia para que proceda su inmediata ejecución, conforme las voces del artículo 335 del Código de Procedimiento Civil, hoy Código General de Proceso.

Finalmente, se queja de que la calificación de ilegalidad que se imprimió a las providencias por medio de las cuales se fijaron y aprobaron las costas en el proceso ordinario, no constituye causal de nulidad según lo ha dicho esta Corporación, por lo que solicita, que se reponga la decisión recurrida o en su defecto se conceda el recurso de apelación.

Sin variación alguna a la decisión inicialmente adoptada, el juzgado de conocimiento concedió la alzada interpuesta de manera subsidiaria.

CONSIDERACIONES

1. DE LA SENTENCIA COMO TÍTULO EJECUTIVO.
De conformidad con los artículos 305 y 306 del C.G.P. aplicables por remisión analógica del artículo 145 del C.P.T y de la S.S., se podrá adelantar proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral, con el objeto de exigir el cumplimiento de la sentencia proferida a través de éste último, una vez ésta se encuentre ejecutoriada. 
En ese sentido, prevén las mencionadas normas que para proferirse el mandamiento de pago es preciso que las pretensiones del proceso ejecutivo sean concordantes con lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia condenatoria del ordinario laboral.
2. CONTROL OFICIOSO DE LEGALIDAD 

El Código General del Proceso establece en el inciso artículo 430 que “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso”.  

No obstante esa limitante, para la Sala de Casación Civil, es sólo aparente que haya desaparecido el control de legalidad en la medida en que estima que el operador judicial no ha perdido la potestad – deber de realizar dicho control en garantía de los derechos sustanciales de las partes.

De allí que en providencia de fecha 11 de septiembre de 2017, Rad. 2017-00358-01, esa Corporación señaló lo siguiente:
"...se recuerda que los jueces tienen dentro de sus obligaciones, a la hora de dictar sus fallos, revisar, nuevamente, los presupuestos de los instrumentos de pago, “potestad-deber” que se extrae no sólo del antiguo Estatuto Procesal Civil, sino de lo consignado en el actual Código General del Proceso.

Sobre lo advertido, esta Corte recientemente explicitó:

“(…) [R]elativamente a específicos asuntos como el auscultado, al contrario de lo argüido por la (…) quejosa, sí es dable a los juzgadores bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, y así también de acuerdo con el Código General del Proceso, volver, ex officio, sobre la revisión del «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia (…)”.
“(…)”.

“Y es que sobre el particular de la revisión oficiosa del título ejecutivo esta Sala precisó, en CSJ STC18432-2016, 15 dic. 2016, rad. 2016-00440-01, lo siguiente:

“En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General del Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar «de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, primera o segunda instancia (…), dado que, como se precisó en CSJ STC 8 nov. 2012, rad. 2012-02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos interlocutorios del mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse proferido, realmente se estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala ha indicado que “la orden de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, implica el previo y necesario análisis de las condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al comienzo de la actuación procesal (…)”.

“De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive de forma oficiosa (…)”. 

3. DE LAS COSTAS JUDICIALES 

El Código General de Proceso, dispone en su artículo 365 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

4. CASO CONCRETO
En el presente asunto el actor se duele de la actuación del juzgado de conocimiento, consistente en la negativa de librar mandamiento ejecutivo en contra de Megabus S.A. y Confianza S.A., por el monto a que fueron condenas en costas en el trámite del proceso ordinario.
Lo primero que debe decirse es que erra el recurrente al afirmar que las citadas entidades fueron condenadas en costas, cuando claramente, tal como lo advirtió el a quo, la sentencia que pretende ejecutar no impuso obligación alguna por este concepto a los vencidos en juicio, por lo tanto, mal haría el juzgado en iniciar una acción laboral ejecutiva carente de título que la soporte.
Ahora, más que cuestionar la actuación del juzgado, lo que debió solicitar el actor durante el término de ejecutoria, era la adición de la sentencia en este aspecto puntual, dado que se omitió resolver sobre una de las pretensiones de la demanda –fl 4 -, lo cual no ocurrió con las costas de segunda instancia, ya que en este punto la providencia de la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal de Cali, señaló que no había lugar a ellas –fl 399-.  

Lo anterior resultaría suficiente para que el quejoso desistiera de sus aspiraciones, sin embargo, insiste en ellas valiéndose de un error judicial consistente en la fijación, liquidación y aprobación de costas que no tienen ningún soporte legal, pues para que estas actuaciones tuvieran la virtualidad de obligar a los demandados, necesariamente debían ser acompañadas de la sentencia que las impusiera, toda vez que independientemente consideradas ninguno de ellas sirve para adelantar una ejecución, pero en conjunto, constituyen un título complejo que debe ser atendido por el juez para librar el mandamiento de pago que corresponda.
En ese entendido, al no hacer parte de las condenas proferidas en la sentencia dictada dentro el proceso ordinario, pues ninguna condena emerge por los aspectos cobrados a cargo de Megabus S.A. y Confianza S.A., la obligación que se reclama resulta inexistente por lo que acertada estuvo la decisión de primer grado en tanto se abstuvo de librar mandamiento de pago a favor del señor Luis Carlos Rendón Restrepo, por concepto de costas procesales del proceso ordinario.

Así las cosas, la decisión de primer grado será confirmada en su integridad.

Sin costas en esta instancia por no haberse trabado la litis.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral No 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR  la providencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 18 de diciembre de 2019.
Costas en esta instancia no se causaron.

Notifíquese,
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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